
Caso 1:

La empresa La Colorada S.A. es una sociedad anónima constituida en el país con capitales nacionales y una participación extranjera del 5 % del capital accionario.

Su principal la constituye la exploración y transporte de hidrocarburos, gas, petróleo y afines tanto en territorio continental, como en plataformas marinas dentro del mar argentino.

Su domicilio fiscal se encuentra constituido en la Av Leandro N Alem 970 piso 22 C.A.B.A., lugar donde tiene su sede la administración y dirección de tal empresa, mientras que la explotación se lleva a cabo a lo largo del territorio nacional.

Fue constituida el 3 de abril de 1989, y se encuentra inscripta ante la AFIP en los impuestos a las Ganancias, Valor Agregado, Combustibles líquidos, Régimen de empleadores y en el registro de importadores y exportadores del organismo desde su constitución.

Con fecha 13 de agosto de 2020, una ex empleada de la empresa se apersona ante la Fiscalía en lo Penal Económico Nro.7 de esta ciudad, a los efectos de constituirse en denunciante esgrimiendo los siguientes hechos que considera contrarios a derecho y los que fueron plasmados por la fiscalía en el acta respectiva que dio origen a la investigación judicial.

1. Que la empresa en trato ha importado durante los años 2015, 2016 y 2017 caños sin costura para el transporte subterráneo de gas y petróleo, tales importaciones fueron realizadas desde Holanda siendo su país de procedencia Sudáfrica, y las mismas han ingresado al país a valores inferiores a los efectivamente abonados por la firma a su proveedor del exterior, situación sobre la cual no le es posible aportar prueba, ya que todas las importaciones cuentan con la intervención aduanera, puesto que por el tipo de mercadería importada requieren un control físico obligatorio, como así también su control con respecto a la documentación que ampara tales importaciones.

· Determine cuál es el bien jurídico tutelado, y si el mismo fue vulnerado

· Habría imputabilidad en materia sancionatoria al presidente de la sociedad anónima

· Cuál es la responsabilidad que le cabe al despachante de aduana

· Cuál es la responsabilidad que podría aplicarse al contador de la firma como asesor de la misma.

Caso 2:

La firma El Ladrillo Alegre de Juan Bautista Solá, responsable inscripto en IVA y Ganancias cuya principal actividad es el desarrollo de obras de construcción, obras públicas y asesoramiento, con domicilio fiscal denunciado en calle Catamarca 3579 3er piso de Capital Federal, quién posee además un establecimiento donde se almacenan maquinas viales, herramientas y algunos materiales de construcción en la Localidad de Caseros, Provincia de Buenos Aires.

El Cdor Rogelio Rueda atendió la fiscalización en su carácter de asesor y apoderado de la firma conforme instrumento público del que se halla copia en el expediente administrativo, porque hubo un procedimiento en el depósito y no se hallaba el 960 Data Fiscal con la aclaración de que percibían con tarjeta de crédito, además de no poseer respaldo de la emisión de factura electrónica aplicando una sanción de clausura de 3 días.

Apelaron a la justicia, argumentando la falta de antecedentes además que no se visualizó por parte del funcionario fiscalizador una operación donde se hubieran denegado las tarjetas de débito/crédito, acompañando en el descargo copia de recibo por tarjetas de crédito, y respecto al comprobante de respaldo tienen decargada la App en el celular del empleado de caja, que acompaña como prueba testimonial al empleado y copia certificada por escribano que da fe de los dichos.

Conforme el principio de razonabilidad es excesivo la pena impuestos, además que no se violentaron las arcas fiscales, además de la ausencia del elemento objetivo y subjetivo, por lo que puede asumirse le existencia de error por no tener actualizado el formulario 960D, por un asesoramiento inapropiado.
· ¿Cuál es el bien jurídico tutelado que el Fisco entiende se ha visto perjudicado?

· ¿Qué principios penales tendrían que ser evaluados en la situación planteada?

· ¿Hay responsabilidad penal del asesor impositivo?

JURISPRUDENCIA DE APOYO
Benítez, Fernando Javier s/apelación de clausura - Cám. Fed. San Martín - Sala I - 12/06/2013
VISTOS Y CONSIDERANDO:
Devueltas que fueron las presentes actuaciones por el Juzgado instructor, luego de expedirse en relación al planteo de inconstitucionalidad presentado por la defensa de Fernando Javier Benitez, corresponde que esta Alzada se aboque al tratamiento de la apelación antes opuesta por la misma parte.
El recurso se presentó contra el auto interlocutorio que convalidó la resolución de Fs. 30/7 por la que se impusiera al contribuyente la sanción de un día de clausura del establecimiento comercial, sito en la calle Pellegrini y Bolivar, local ..., de la ciudad de Chivilcoy, Pcia. de Buenos Aires.

El hecho atribuido consistió en que, en el negocio donde se llevó a cabo el procedimiento de la A.F.I.P., no se hallaba exhibido el último comprobante de pago del Régimen Simplificado
La defensa al expresar agravios hizo hincapié en que, días antes de la inspección, se había abonado el período correspondiente pero que, el motivo de la omisión, era que se lo había extraído para obtener una fotocopia para la obra social.
A partir de lo expuesto y, a fin de analizar el hecho en estudio, se debe tomar en consideración que por exigencia constitucional, una omisión formal constituirá una infracción cuando resulte ser el incumplimiento de una obligación válida, tendiente a proteger aquel bien jurídico y lo haga de modo razonable. Por otro lado, al poder judicial compete la verificación de la razonabilidad de la medida a fin de garantizar el debido proceso sustantivo. Así, no procede la indefectible aplicación de una sanción por el solo hecho de comprobarse un incumplimiento objetivo, pues cada caso deberá decidirse según las peculiaridades que ofrezcan, las defensas y las pruebas que a su respecto pueda producir el inculpado, y las causales de exención de la sanción si éstas cupieren. Es que rigen en esta materia los principios de culpabilidad y de personalidad de la pena (Conf. entre otras, causa Nº 408/01 “Wilson Trade SA s/ apelación multa y clausura” del 25/5/2001, Reg. Nº 2078 de la Secretaría Penal N° 3).
En este orden de ideas se debe valorar que, tomando en cuenta que el bien jurídico protegido resulta ser la facultad del ente administrativo de controlar adecuadamente el cumplimiento de los requisitos formales establecidos para los contribuyentes, exhibida que se hallaba la placa indicativa que daba cuenta de la condición de pequeño contribuyente del comerciante, lo cierto es que la verificación del pago correspondiente resultaba fácilmente comprobable por medios informáticos (en el mismo sentido, ver C.N° 5730 -2300/10- “Plomer, Claudio Miguel S/ apelación de clausura”, Rta. el 29/12/2010, Reg. N° 5866 de la Secretaría Penal N° 2 de la Sala II -C.F.S.M.-).
De esta manera, hallándose acreditada la existencia del comprobante que da cuenta del efectivo pago del tributo, conforme surge de la constancia incorporada a fs. 101; resultando asimismo razonable en el caso, la alegación de la parte en tanto expuso los motivos por los cuales, en el momento de la inspección, el recibo aludido no se hallaba en el lugar correspondiente; la ponderación de que no se ha comprobado que la omisión haya obedecido a intenciones lesivas para con el bien jurídico tutelado por la norma; y la ausencia de antecedentes del monotributista, certificada a Fs. 9 por la A.F.I.P., cabe concluir que, en estas condiciones, no procede la aplicación de sanción alguna.

En consecuencia, el Tribunal RESUELVE:
REVOCAR el decisorio de Fs. 59/61, dejando sin efecto la sanción impuesta a Fs. 30/36 al establecimiento comercial sito en la calle Pellegrini y Bolivar, Local ..., de la ciudad de Chivilcoy, Pcia. de Buenos Aires.
Suris, Luciano Gabriel; Goenaga, Domingo Tomás; Suris, Florencia Elizabeth y otros s/asociación ilícita fiscal - legajo de apelación - Cám. Fed. Bahía Blanca - 03/12/2013
1ro.​1) El juez a quo procesó –sin prisión preventiva– a Luciano Gabriel Suris, Elba Dora Tablar, Alberto Suris, Florencia Elizabeth Suris y Domingo Tomás Goenaga, por considerarlos prima facie coautores del delito de la ley 24.769: 15​c.

2do.) apeló la defensa, que expresó los siguientes agravios:

2do.​1) El procesamiento viola el principio del ne bis in ídem, en tanto la alzada confirmó el sobreseimiento de los encartados en las “acciones individuales” que motivaron la denuncia en esta causa.

2do.​2) La sucesiva creación de sociedades no se realizó con mira a evadir impuestos, sino con el fin de cubrir distintos sectores del mercado dentro del mismo rubro.

2do.​3) No se demostró un acuerdo entre los integrantes de las distintas sociedades que permita sostener que estaban destinadas, específicamente, a la comisión de delitos fiscales. No surge de la heterogeneidad de los rubros de las distintas sociedades. Tampoco de la concurrencia de idénticos domicilios fiscales, pues es habitual en los “usos y costumbres comerciales” que –cuando se trata de empresas de la misma persona o familia– se acuda a los servicios de un mismo estudio contable, ya sea por confianza o economía de gastos y tiempo.

2do.​4) Los imputados fueron sobreseídos en las causas que se les siguieron por el delito de evasión, por no alcanzar el umbral mínimo de punibilidad, en virtud del dictado de la ley 26.735.

2do.​5.1) No se estableció de qué manera “intervienen” los encartados en la comisión del tipo penal. El formar parte y desarrollar actividades dentro de la sociedad, no resulta suficiente para demostrar la concurrencia del aspecto subjetivo del tipo penal.

2do.​5.2) No es posible sostener que Alberto Suris, Dora Elba Tablar, Florencia Suris y Domingo Tomás Goenaga participaron en maniobras ilícitas, máxime cuando no ejercieron la administración ni la dirección de las sociedades, ni se acreditó la toma de decisiones.

2do.​6) Por último, planteó la inconstitucionalidad de la figura “por entender que se presta a múltiples interpretaciones, con indeterminación del tipo legal y una afección grave y constante al principio constitucional de legalidad consagrado en el artículo 18 de la C.N.”.

3ro.) A fs. sub 299/322 rola el escrito sustitutivo de la audiencia prevista en el CódPrPen: 454. En el que no se dio cumplimiento a lo dispuesto por la Acordada nro 47/09: 1.4, en cuanto establece que los escritos que se presentaren ante el fuero federal correspondiente al circuito de esta cámara deberán “...(t)ener una extensión máxima de veinte hojas. En caso de que la complejidad del asunto impusiere a juicio del presentante una extensión mayor, así deberá manifestarlo en el escrito y quedará a juicio del Presidente del tribunal –o del juez, en su caso– la eventual excepción” (énfasis añadido).
4to.) La investigación se inició como consecuencia de la denuncia formulada por la Afip que advirtió las maniobras desplegadas por los encartados, consistentes en la creación y utilización de sociedades –del mismo grupo– con el fin de aparentar transacciones comerciales que les generaran crédito fiscal en Iva y costo o gasto en Ganancias, con la consiguiente reducción del importe a ingresar a favor del Fisco o licuándolo totalmente.

5to.) En primer lugar, cabe recordar que la etapa por la que atraviesa el proceso, a la luz de lo previsto por el CódPrPen: 306, no requiere una certidumbre apodíctica sobre la existencia del hecho delictuoso, ni sobre la efectiva culpabilidad del imputado, sino sólo la corroboración de elementos de convicción suficientes que permitan sustentar la imputación penal.

6to.​1) La asociación ilícita, aun la tributaria, es una figura autónoma que no requiere la existencia de otros delitos consumados y ni siquiera de principio de ejecución .

6to.​2) Es posible sostener que “no todo miembro de la asociación responde necesariamente de los delitos efectivamente cometidos por alguno de sus miembros… ni se requiere que el autor cometa personalmente delitos, pues ya el tomar parte de la asociación –con los requisitos correspondientes– constituye un delito autónomo”.

6to.​3) Esta cámara, in re “Schmidt”, juzgó que “la sola existencia de una asociación ilícita representa una amenaza para el bien jurídico tutelado, independientemente de las acciones delictivas individuales que puedan llevarse a cabo y cualquiera sea el momento del iter criminis en el que se encuentren. Siempre que la estructura interna de la asociación esté caracterizada por el fin criminal, la pena puede ser aplicada aun cuando no se haya logrado cometer todavía ni uno solo de los ilícitos que constituyen su objeto”.

7mo.​1) Esta alzada tiene resuelto inveteradamente que la existencia del elemento subjetivo que requiere el tipo debe ser considerada y evaluada recién en el juicio pleno a excepción que su ausencia surja de indicios claros, precisos y concordantes incorporados a la causa. Lo que no es el supuesto de autos.

7mo.​2) Basta que se compruebe el acuerdo de voluntades, pues “la punibilidad del pacto no está en la punibilidad de los autores de los ilícitos que los asociados en su cumplimiento cometan, sino en el peligro que por sí implica una organización criminal de cierta permanencia, alcanzando que se refiera a empresas futuras, no requiriéndose de delitos consumados o que hubieran tenido siquiera principio de ejecución”.

7mo.​3.1) En el caso de autos, ese acuerdo surge prima facie de la constitución de las sociedades que, teniendo un fin prima facie lícito, parecen proponerse –además– cometer tantos delitos tributarios como sea posible a fin de disminuir el monto de lo que deben pagar al fisco.

7mo.​3.2) La apelación no desvirtuó el argumento que los imputados actuaron de manera organizada por medio de la creación de sociedades, no sólo para la evasión fiscal sino también para cualesquiera de los otros ilícitos tributarios, provocando el vaciamiento de unas en beneficio de otras y viceversa, superando así el número de tres personas requerido por la norma. Como tampoco los papeles en que los procesados habrían actuado. Todo lo que fue analizado en los considerandos 16 al 21 de la resolución recurrida y satisface el requisito de verificación epistemológica mínima perseguido por la etapa preliminar del proceso penal en un estado de derecho.

8vo.) En cuanto a la inconstitucionalidad, no sólo ha sido vago, indefinido y esgrimido potencialmente el planteo inicial de f. sub 270 v. (ley 48: 15), sino también los agravios expresados al respecto en el informe de fs. sub 299/322. Reitera éste textualmente lo alegado en aquél, lo que impide una consideración seria y concienzuda porque tal declaración es un acto de suma gravedad institucional y debe ser considerada como la última ratio del orden jurídico. Así lo ha resuelto reiteradamente la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos, 249: 51, y sus citas).

9no.​1) A f. sub 273/v. apeló el fiscal el procesamiento sin prisión preventiva de Luciano Gabriel Suris, sobre la única base de la pena en expectativa.

9no.​2) A f. sub 295, el Fiscal General mantuvo el recurso interpuesto (CódPrPen.: 453), y a fs. sub 323/325 v. presentó el informe del CódPrPen: 454 (ley 26.374 y acordada CFABB 72/08: 4to. y 5to.).
10mo.​1) El juez a quo dispuso la libertad provisoria, por no verificarse ninguno de los supuestos restrictivos previstos por el CódPrPen: 319 (posibilidad de eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación). En virtud de ello, dispuso la prohibición de salir del país y la carga de presentarse cada 15 días ante la delegación local de la Policía Federal, además del deber de informar al juzgado –en forma previa– la ausencia a más de 200 km. Todo bajo apercibimiento de ordenar la detención.

10mo.​2) No es óbice para la concesión de la libertad provisoria la sola invocación de la calificación legal, con la condigna pena que conlleva, como lo hizo el fiscal a f. sub 273/v. Ello, en tanto no surge de autos que el encartado haya incumplido las medidas que dispuso el juez de intervención al tratar su situación procesal. Lo que, atento a cómo se resuelve, deberá ser objeto de inmediata reconsideración –y eventual ajuste del control– por parte de dicho juez de la instancia de grado.

Por ello, SE RESUELVE: 1ro) Rechazar la apelación de la defensa y confirmar por ende el auto de procesamiento dictado a fs. sub 225/255. 2do) Rechazar la apelación de f. sub 273/v. y confirmar la libertad provisoria de Luciano Gabriel Suris, en los términos determinados en el último considerando que antecede. 3ro.) Recomendar a la señora secretaria de esta sede que vigile celosamente el cumplimiento de las pautas formales estipuladas por la Ac. CFBB nro. 47/09.
Ángel Alberto Argañaraz - Néstor Luis Montezanti

 

Maritime Services Line Argentina S.A. c. DGA s/ código aduanero ley 22415 art 70 - Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso administrativo Federal, sala III - 02/02/2017

: I. Que, a fs. 2/10, la actora interpuso el presente recurso directo, en los términos del art. 70 del Código Aduanero, contra la Resol. 58/2014 (SDG OAM), confirmada por la Resol. 31/2016 (M° H y FP), mediante la cual se lo sancionó con una suspensión, por el término de cinco días, del Registro de Agentes de Transporte Aduanero, con sustento en el art. 64, inc. b, del citado código.

En lo principal, alegó que los hechos que la demandada le ha imputado no constituyen una falta grave o conducta reiterada, por lo que la sanción impuesta resultaría desproporcionada. En tal sentido, sostiene que no se ha fundado dicha calificación y que su accionar no entorpeció la acción del servicio aduanero, en tanto se ha declarado la extinción de la acción penal instaurada en los términos del art. 994 del CA, en virtud de lo prescripto por los arts. 930 y 932 de dicho cuerpo legal. Asimismo, estima que lo estipulado por el último de los artículos citados resulta violatorio del principio de non bis in ídem receptado por su art. 897 y que debió contemplarse lo prescripto por la RG (AFIP) 2246/2007 y la Nota externa 16/06, así como el carácter no tributario de la norma que impone la presentación del manifiesto de carga y el hecho de que su parte no ostente antecedentes disciplinarios. Por último, requiere que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 70 y 994 del CA, cita jurisprudencia y hace reserva de la cuestión federal.

II. Que, en oportunidad de contestar el traslado que le fuera conferido, la Dirección General de Aduanas de la Administración Federal de Ingresos Públicos solicitó el rechazo del recurso impetrado, con expresa imposición de costas. Efectuó una negativa de los hechos relatados por su contraria y señaló que la actora no ha negado realizar la inconducta que se le imputa y que ella no constituyó una mera infracción formal.

III. Que, a fs. 52, la actora solicita que “atento haberse llamado autos a resolver, se llame a plenario”.

IV. Que, en tales condiciones, en forma previa al tratamiento de las cuestiones traídas al conocimiento del Tribunal, cabe recordar que los jueces no se encuentran obligados a seguir a las partes en todas y cada una de las cuestiones y argumentaciones que proponen a su consideración, sino tan solo respecto de aquéllas que son conducentes para decidir el caso y que bastan para dar sustento a un pronunciamiento válido (CSJN, Fallos: 258:304; 262:222; 265:301; 272:225; 278:271; 291:390; 297:140 y 301:970).

V. Que, en primer lugar, corresponde advertir que la solicitud de convocar a plenario ante el llamado de autos y en forma previa al dictado de la sentencia definitiva resulta manifiestamente contraria a las disposiciones previstas por los artículos 288 y siguientes del Cód. Proc. Civ. y Comercial (vigentes en virtud de lo decidido por esta Cámara, en pleno, en la Causa 32.514/2010 “Edesur S.A. y otro c. resolución 4245/04 ​ENRE (Expte. 183.156) ​SE​ Resol. 784/2010 y otros”, con fecha 6 de octubre de 2015), por lo que debe ser desestimada, sin más trámite.

VI. Que, en cuento al fondo del asunto, cabe comenzar por señalar que la Resol. 85/2014 (SDG OAM) aplicó a la agente de transporte aduanero accionante la referida sanción de suspensión del registro respectivo, en los términos del art. 64, inc. b, del Código Aduanero. Para adoptar tal decisión, se tomó en consideración el estado de antecedentes disciplinarios del sumariado, la naturaleza jurídica de la sanción que pertenece a una esfera diferenciada de la infraccional, lo prescripto por el art. 57, 61, inc. 2 y 64 del Código Aduanero y por el Anexo IV “C” y “D” de la resolución ANA 630/1994, modificada por la resolución ANA 4289/1995, así como el alcance temporal de la resolución General AFIP 2246. De tal modo, se concluyó que el hecho de que éste no haya presentado en término el manifiesto allí identificado debía ser calificado como una falta grave en los términos de las normas enunciadas (v. fs. 50/55 de las actuaciones CUDAP:PROY​S01:0012781/2015, exAFIP 256713/2014, las que se encuentran reservadas en Secretaría y, en este acto, se tienen a la vista).

La Resol. 31/2016 (MHyFP), por su parte, tomó en cuenta las normas citadas precedentemente y valoró que el manifiesto de embarque objeto de autos “fue presentado fuera del plazo de cinco (5) días impuesto por la citada resolución 4289/1995”, lo que “provoca una perturbación en las funciones de control que competen al Servicio Aduanero”, circunstancia a la que anudo la inaplicabilidad de la resolución General 2246 “ya que, según las constancias obrantes a fs. 41/42 del expediente citado en el visto [256713/2014], la apelante posee antecedentes disciplinarios” (v. fs. 20). En consecuencia, resolvió confirmar la sanción recurrida y precisó que no existía conculcación al principio de non bis in idem, en atención a que su naturaleza disciplinaria resultaba diferenciable de la infraccional que cabe endilgarle a la receptada por el art. 994 del Código Aduanero (v. fs. 18/22).

VII. Que, de este modo, en cuanto a la legalidad y razonabilidad de la medida dispuesta, ha de recordarse que el art. 61, ap. 2, del Código Aduanero dispone que “[s]erán sancionados con la suspensión en el Registro de Agentes de Transporte Aduanero, de conformidad con el procedimiento previsto en el art. 68, quienes incurrieren en inconducta reiterada o falta grave en el ejercicio de sus funciones como auxiliar de comercio o del servicio aduanero.”

Asimismo, el art. 64 de dicho cuerpo normativo prescribe que “[s]egún la índole de la falta cometida, el perjuicio ocasionado o que hubiera podido ocasionarse y los antecedentes del interesado, el servicio aduanero podrá aplicar a los agentes de transporte aduanero las siguientes sanciones; [...] b) suspensión de hasta dos años...”.

Por su parte, el Anexo IV “D” de la resolución ANA 630/1994 (mod. resolución ANA 4289/1995) establece que “[e]l plazo para registrar en el SIM el Manifiesto de Carga será hasta el día de arribo del medio transportador.” Puntualmente, respecto del ingreso del manifiesto al Sistema Informático María, establece que “[c]uando un Agente de Transporte Aduanero no presentare el Manifiesto de Carga [...] el Servicio Aduanero iniciará respecto al Agente de Transporte, las correspondientes actuaciones sumariales en el marco de lo previsto en el Artículo 68 del Código Aduanero a los fines de la aplicación de las sanciones disciplinarias que pudieran corresponder de conformidad a lo establecido en el Artículo 64 del Código Aduanero, sin perjuicio de la aplicación de la multa prevista en el Artículo 994, inciso c) del aludido texto legal.”

Por lo demás, precisa que, en caso de que las cargas sean consolidadas, “[e]l Manifiesto Desconsolidado se integrará con el original del Conocimiento de Embarque declarado en el Manifiesto de Carga” y que “[e]l SIM imprimirá el manifiesto desconsolidado para ser firmado por dicho agente y para su presentación ante el Servicio Aduanero que tiene a su cargo el control de la descarga, dentro de los cinco (5) días siguientes de la entrada del buque, en la carpeta para Manifiesto del Sistema Informático María ​ SIM (OM 744/2), que integra el Anexo VII de esta resolución, con la declaración de los datos exigidos en la misma.” “Dentro del mismo plazo establecido en el párrafo precedente deberán presentarse los Manifiestos desconsolidados para los Conocimientos de Embarque Desconsolidados.”

VIII. Que, sobre la base de lo hasta aquí expuesto, debe analizarse si resulta razonable encuadrar la conducta imputada a la actora como “inconducta reiterada o falta grave” y, en consecuencia, aplicar la sanción de suspensión del registro respectivo, cuestión que ha de analizarse sin soslayar que la accionante constituye, en los términos del art. 57 del CA, además de un auxiliar del comercio, un auxiliar del servicio aduanero.

En este sentido, de conformidad con las circunstancias descriptas, se encuentra suficientemente acreditado en las actuaciones reseñadas que la agente accionante ha incumplido con su deber de presentar, en término, el referido manifiesto, de modo que debe concluirse que las argumentaciones que esgrime no resultan suficientes a los fines de justificar y/o desvirtuar la conclusión a la que se ha arribado en las resoluciones objeto de autos, en cuanto a que la conducta llevada por la agente de transporte ha importado un obstáculo al ejercicio del control aduanero y un quebrantamiento del principio de confianza, lo cual constituye, en definitiva, una falta grave en los términos del art. 61, inc. 2, del Código Aduanero.

Por lo demás, también se observa que en las resoluciones cuestionadas en autos se tuvo especialmente en cuenta la existencia de antecedentes disciplinarios de la encartada; por lo que debe concluirse que, incluso si se hubieran admitido las argumentaciones que se esgrimen en orden a la supuesta aplicación automática de sanciones o ausencia de gravedad de la falta cometida, lo cierto es que “la conducta llevada a cabo por el agente de transporte ha importado un obstáculo al ejercicio del control aduanero y un quebrantamiento del principio de confianza que, más allá de su entidad o gravedad, tuvo carácter reiterado, lo cual constituye, en definitiva, la inconducta prevista en el artículo 61, apartado 2, del Código Aduanero (conf. esta Cámara, Sala IV 32453/2016 “Centauro S.A. c. DGA s/ Código Aduanero ​ Ley 22.415 ​ art. 70”, sentencia del 29 de noviembre de 2016).

Desde esta perspectiva, también cabe descartar el cuestionamiento introducido por la actora, en el sentido de que se habría incurrido en un exceso de punición. En cuanto a este punto, no puede soslayarse que, por principio, compete al organismo que ejerce facultades disciplinarias apreciar los hechos configurativos de las faltas, determinar la norma aplicable y graduar la sanción, puesto que existe una razonable discrecionalidad, tanto en la graduación de la sanción como en el carácter abierto de los tipos que describen las conductas ilícitas (CSJN, Fallos: 316:855). En tal sentido, no es sólo la discrecionalidad del ámbito decisorio lo que limita el ejercicio del control judicial a la apreciación de la legalidad o la arbitrariedad de la medida, sino especialmente la división de poderes y el respeto mutuo de un órgano de gobierno a otro (conf. Bianchi, Alberto B., “El Control Judicial sobre la Zona Interna de la Administración”, pub. LA LEY 1989​C, pág. 481 y ss.).

Ello así, no se aprecia que la accionada haya omitido la valoración de cuestiones de relevancia o que existan circunstancias que exhiban a la sanción aplicada como desproporcional.

Por último, cabe concluir que, en atención a la entidad de la falta cometida, el plazo por el cual la actora ha sido suspendida no aparece como desproporcionada, máxime si se advierte que, para su graduación, se han tenido en consideración las pautas fijadas por el art. 64, es decir, la índole de la falta, el perjuicio ocasionado o que hubiera podido ocasionarse, los antecedentes del interesado y que la pena máxima para estos casos puede alcanzar hasta los dos años de suspensión.

IX. Que, por lo demás, cabe destacar que, por un lado, no se observa que la conducta llevada por la accionada resulte contraria a lo previsto por la Nota externa 16/06 y, por el otro, que la RG (AFIP) 2246/07 ha sido dictada con posterioridad a la fecha en que se produjeron los hechos imputados, de modo que, contrariamente a lo esgrimido por el accionante, sus prescripciones no pueden entenderse como aplicables al supuesto de autos.

En cuanto a este particular aspecto, cabe recordar que el principio que informa la aplicación de la ley penal más benigna rige en materia penal pero no cuando se controla el ejercicio del poder disciplinario de la Administración, en tanto la faz sancionadora del derecho administrativo no se encuentra regida por los principios que informan estrictamente el derecho penal, (CS Fallos: 303:1776; 310:316; 321:2086 y CNCont. Adm., Sala III, Causa 18593/2005, in re “Bustinduy Adrián c. EN​ M° Justicia Resol 22/2004 s/Proceso de conocimiento”, sentencia del 29/06/2012; Sala II, in re “Aceitera Grl. Deheza S.A. c. IASCAV (Resol. J.N.G. 36.404/1991), del 06/04/1995 y Sala V, in re “Urien Loza S.A. c. SAGPyA Resol. 1301/2006”, del 13/07/2010).

La Corte Suprema de Justicia no ha convalidado la aplicación indiscriminada de los principios que rigen en materia penal, teniendo en cuenta las particularidades del bien jurídico protegido por la ley específica, temperamento reafirmado por la naturaleza preventiva del derecho administrativo sancionador, por contraposición con la represiva del derecho penal (Fallos: 330:1855, Cons. VIII).

Lo dicho encuentra fundamento en el hecho que el ejercicio de la potestad sancionatoria corresponde a la administración y el de la potestad criminal a la justicia (Jiménez de Asúa, “Tratado de Derecho Penal”, Tomo I, pág. 39, párrafo 11), debiendo puntualizarse que aquélla no tiene ni el rigor ni la inflexibilidad de las normas del Derecho Penal sustantivo (Villegas Basavilbaso, B. “Derecho Administrativo”, Tomo III, pág. 530, N° 358), y que existen circunstancias irrelevantes en el ámbito penal que pueden no serlo en el administrativo (Fallos: 307:1282 y Procuración del Tesoro de la Nación, Dictámenes 97:310 y 108:34).

De tal modo, no puede argumentarse que en el ámbito del derecho administrativo sancionatorio rija el principio de la ley penal más benigna (Sala II, fallos del 05/02/1998 “Condecor S.A. Cía. Financiera Sum. —entidad y personas físicas— s/ recurso de apelación c. resolución 216/1982 B.C.R.A”; idem, fallo del 18/04/2000 “Columbia Cía. Financiera S.A. y otros c. B.C.R.A. ​Resol. 268/1999 (Exp. 39.002/85 Sum Fin 610), todo lo cual es suficiente para desestimar el planteo.

X. Que, en cuanto a las argumentaciones realizadas respecto del principio non bis in idem, cabe agregar que este debe también ser rechazado, en tanto lo actuado en virtud de los arts. 930 y 932 del Código Aduanero por la infracción prevista por su art. 994, no puede considerarse como contradictoria o excluyente con la sanción disciplinaria aquí impuesta, en los términos del art. 64 de dicho cuerpo normativo. Pues, las normas citadas prevén dos transgresiones distintas, por las que se le iniciaron dos sumarios diferentes, uno por haber cometido una infracción mediante la cual se vio entorpecida la acción del servicio aduanero (art. 994) y otra ha sido una sanción disciplinaria (art. 64). De tal modo, no se advierte agravio alguno al principio esgrimido. El citado Código establece la posibilidad de que, ante un mismo hecho se cometa, por un lado, un acto u omisión en ejercicio de las funciones propias de los agentes de transporte que sean susceptibles de ser sancionadas con una medida disciplinaria y, por el otro, una infracción como la establecida en el artículo 994 citado. De modo que las sanciones disciplinarias son independientemente de las que allí se ordenan (conf. Tosi, “Código Aduanero Comentado y Anotado”, Ed. Universidad, p. 1149 y ss.) (esta Sala, in re “Partes: Vanguara Logistics Latin American S.A. v. Estado Nacional ​ A.F.I.P. ​ Dirección General de Aduanas”, sentencia del 14/03/2008”).

Refuerza esta conclusión lo estipulado por el art. 897 del Código Aduanero, en cuanto establece que “[n]adie puede ser condenado sino por una sola vez por un mismo hecho previsto como infracción”, sin establecer límite alguna a la potestad disciplinaria que el citado Código le atribuye al Servicio Aduanero.

En consecuencia, cabe también rechazar el planteo de inconstitucionalidad introducido respecto del citado art. 994, máxime si se recuerda que la declaración de inconstitucionalidad de una norma emitida por los poderes constituidos implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico (conf. esta Sala, Causa 32291/2011, in re “Importadora IDN S.R.L. c. EN ​M° Economía Resol. 485/2005 (EXP S01: 322304/11) s/Amparo Ley 16.986”, sentencia del 20 de diciembre del 2012, y sus citas).

De modo que, por un lado, ella únicamente puede llevarse a cabo cuando la repugnancia con la Ley Fundamental sea manifiesta y la incompatibilidad inconciliable y, por el otro, es el interesado quien debe demostrar claramente de qué manera las normas cuestionadas contrarían la Constitución Nacional, qué gravamen le causan y que, además, que ello ocurre en el caso concreto. Puesto que, a tal fin, resulta inconducente una invocación de agravios conjeturales tendientes a valoración de juicios abstractos o meramente académicos, en tanto la intervención del Poder Judicial de la Nación no puede tener un simple carácter consultivo (esta Sala, Causa 11468/2012, in re “Banco CMF S.A. (TF 33391​I) c. DGI”, sentencia del 12 de julio de 2012, y sus citas).

XI. Que, por último, en cuanto al planteo de inconstitucionalidad introducido respecto del efecto devolutivo que prevé el art. 70 CA, en relación al recurso impetrado, ha de advertirse que, en el caso de autos no se configura la existencia de un interés actual y suficiente que permita al Tribunal conocer sobre la validez constitucional de la norma cuestionada, en tanto dicha potestad jurisdiccional, en modo alguno supone la admisión de declaraciones en abstracto. Es decir, fuera de una causa concreta en la cual debe optarse entre la aplicación de una norma de rango inferior en pugna con la Constitución Nacional o de ésta, a efectos de resolver un conflicto contencioso en los términos del art. 2° de la Ley 27 (esta Sala, Causa 5086/2010, in re “Aluar Aluminio Argentino S.A. c. EN​DGA​Resol. 221/2005 (Resol. 27/2009) (EX 18698/06 600872/96)”, sentencia del 14/02/2012 y Causa 24752/2006, Cremer y Asociados S.A. c. DGA​ R° Economía​ Resol. 432/2004 y 62/2006”, sentencia del 13/12/2011, entre otras).

XII. Que, en punto a las costas del juicio, toda vez que no se advierten razones para apartarse del principio objetivo de la derrota, sentado por el art. 68 del Cód. Proc. Civ. y Comercial, corresponde imponerlas a la actora, en su calidad de vencida.

Por ello, se resuelve: I. Rechazar lo peticionado a fs. 52 y el recurso interpuesto por la actora y, en consecuencia, confirmar las Resoluciones 58/2014 (SDG OAM) y 31/2016 (M° H y FP); con costas (art. 68 del Cód. Proc. Civ. y Com. de la Nación).

En atención a la naturaleza del asunto, el resultado alcanzado, la calidad y eficacia de la gestión profesional y etapa cumplida; Se fijan los honorarios de la dirección letrada y representación de la parte demandada a la Dra. S. G., en la suma de pesos ... ($...) (arts. 6, 7, 8, 9, 37 y 38 de la ley de Aranceles de Abogados y Procuradores). El importe del impuesto al valor agregado integra las costas del juicio y deberá adicionarse a los honorarios, cuando el profesional acreedor revista la calidad de responsable inscripto en dicho tributo (cfr. doc. CSJN, Fallos: 316:1533; 322:523; 329:1834, entre otros). Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvanse las actuaciones administrativas a su origen mediante oficio de estilo y archívese. — Jorge E. Argento. — Carlos M. Grecco. — Sergio G. Fernández.
﻿
 

Friar S.A. c. D.G.I. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso administrativo Federal, sala I - 16/09/2008. A favor del fisco.

2°) Que la Sala B del Tribunal Fiscal de la Nación rechazó, con costas, la excepción de nulidad articulada por la actora, y confirmó la resolución por la que se impugnaron las declaraciones juradas correspondientes al Impuesto al Valor Agregado por los períodos mensuales del mes de enero de 1994 al mes de abril de 1996.

Para decidir como lo hizo, el citado Tribunal administrativo consideró que:

a) correspondía rechazar la nulidad articulada, ya que conforme se desprendía de la contestación de la vista el derecho de defensa no se había visto afectado, no observándose equívoco alguno con relación al error de encuadramiento en que incurriera el organismo fiscal al citar el inc. e) del art. 2° de la Resolución General 3419/91, cuando en realidad se trataba del art. 3°, en razón de haberse especificado el cargo formulado, que era la impugnación de "créditos fiscales por operaciones de compras de productos primarios de los que no se aportó comprobante original, y haber sido el mismo objeto de descargo conforme surge de lo manifestado por la actora;

b) por el fondo de la cuestión correspondía analizar el ajuste de las liquidaciones por compra de hacienda, donde el comprador y el vendedor eran la misma empresa Friar S.A., ello obedecía a que las empresas importadoras no aceptaron durante un tiempo hacienda del norte del país por problemas sanitarios, y por ello se compraba hacienda a productores primarios de la zona que se introducía con una guía de invernada a nombre de Friar S.A., y luego se redestinaba a faena como si fuera hacienda propia de Friar S.A., sin que muchas de estas compras estuvieran respaldadas por la factura original del productor, ni se confeccionaban liquidaciones a los mismos según el inc. e) del art. 3° de la R.G. 3419, con lo cual los productores primarios no contaban con ningún elemento para registrar sus ventas, confeccionándose sólo formularios 2518 con el detalle de las liquidaciones Friar-Friar no respaldadas por facturas de compra original;

c) según el art. 12 de la ley del IVA sólo existe posibilidad de computar crédito fiscal con relación al gravamen que le facturen al contribuyente cuando el mismo se encuentre discriminado en la factura o documento equivalente;

d) el art. 2° de la Resolución General 3419 dispone que quienes realicen habitualmente operaciones de compraventa de cosas muebles, locaciones, etc. deberán emitir facturas remitos o documentos equivalentes, aclarando que documento equivalente es todo instrumento que de acuerdo a los usos y costumbres haga las veces o sustituya el empleo de la factura o remito siempre que el mismo individualice la operación, cumplimente como mínimo los requisitos establecidos en la resolución referida y se utilice habitualmente en las actividades del sujeto responsable de su emisión (v.gr. recibos extendidos por servicios profesionales, guías etc.); por su parte, el art. 3° inc. e) exime de tal obligación a los productores, cooperativas de productores y acopiadores por la venta de productos primarios derivados de la actividad agropecuaria, caza, silvicultura y pesca efectuada directamente o indirectamente por los sujetos mencionados, únicamente cuando de conformidad con las prácticas y costumbres comerciales relativas a la actividad y operación de que se trate el comprador o en su caso la cooperativa o el intermediario esté obligado a remitir al vendedor o comitente un comprobante que cumplimente los requisitos que se establecen en los arts. 6, 8 y 9, entre los cuales se encuentra la discriminación de la alícuota del impuesto al que esté sujeto la operación y del impuesto que corresponda en virtud de lo dispuesto por la ley 23.349 —art. 6° punto 5.1.2.—;

e) en el caso la actora acompaña copia certificada de las guías de transferencia de ganados, pero de las mismas no surge la discriminación del impuesto a los efectos del cómputo como crédito fiscal, requisito de rango legal de cumplimiento obligatorio conforme el art. 12 de la ley del IVA y el art. 3 inc. e) de la Resolución General n° 3419, y tampoco se ha probado en el caso el ingreso del respectivo débito fiscal por parte del productor primario —vendedor—;

f) la responsable emitió liquidaciones por todas las compras computando en todos los casos el crédito fiscal del IVA, se trate de responsables inscriptos o no en el gravamen, procediendo posteriormente a anular mediante notas de débito aquéllos créditos que correspondían a no inscriptos; en los antecedentes administrativos luce el detalle mensual de los créditos fiscales anulados mediante notas de débito emitidas por Friar S.A. computados por compras a responsables no inscriptos, habiendo el organismo fiscal considerado, al realizar el ajuste, la casi totalidad de las notas de débito emitidas por la actora a fin de anular el crédito fiscal tomado respecto de las compras a responsables no inscriptos, con excepción de los nros. 293 y 296, con fundamento en que las mismas no fueron aceptadas por no haberse verificado dichas operaciones con los comprobantes orígenes de la operación (facturas o liquidaciones) o por resultar posteriores las fechas de facturas a las fechas de las liquidaciones;

g) al no haber desvirtuado la actora dichas afirmaciones ni acompañado las facturas originales de las operaciones que dice anular a través de las notas de débito nros. 293 y 296 es que debe confirmarse el ajuste.

3°) Que contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de apelación. En su expresión de agravios, replicada por la parte demandada a sostiene, en lo esencial, que:

a) corresponde en forma previa el planteo de la prescripción de la acción, ya que la empresa solicitó su concurso preventivo el 6/8/99 logrando su apertura el 26/8/99 en la ciudad de Reconquista, Provincia de Santa Fe, ofreciendo prueba al respecto, y agregando que esa presentación determina la vigencia de la ley 24.522 que es de orden público, por lo que los acreedores quedan sometidos a sus preceptos en todo lo atinente a créditos y deudas, surgiendo para el acreedor la carga de verificar su crédito en forma tempestiva o tardía (arts. 32 y 56 de la LCQ) siendo la sanción la prescripción que operó en el caso, por lo que debe desestimarse el crédito pretendido;

b) la aplicación de dicha ley es inequívoca; el concurso terminó exitosamente habiéndose homologado el acuerdo con los acreedores; su tesis ha sido receptada por esta Sala 1 en la causa "Zanella San Luis" del 7/12/99;

c) el art. 220 de la ley concursal obliga a quienes posean créditos pendientes de resolución judicial o administrativa a efectuar la reserva del derecho con el fin de interrumpir la prescripción, lo cual el organismo fiscal no realizó, debiendo ello acreditarse mediante la prueba que ofrece;

d) respecto del ajuste de las liquidaciones de compra de hacienda donde se consigna como comprador y vendedor a la misma firma Friar S.A. ha quedado demostrado y probado que cada una de las liquidaciones por compra efectuadas a terceros productores ganaderos se corresponden con sendas compras de hacienda efectuadas a terceros productores ganaderos, y no se anuló la operación a los efectos del cómputo como costo en el impuesto a las ganancias; no se trata de una operatoria simulada estando en juego sólo aspectos formales;

b) la instrumentación de la operatoria relacionada con la comercialización de hacienda se halla incluida dentro de las excepciones que prevé el art. 3° de la Resolución General 3419/91 inc. e) y haciendo uso de ella emitió liquidaciones de compra por cada una de las adquisiciones de hacienda que realizara a productores ganaderos, liberando a los mismos de la obligación de hacerlo; la emisión de las liquidaciones cuyo crédito fiscal fue impugnado no fueron consideradas, porque en lugar de consignar como vendedor al productor titular de la hacienda adquirida, se indicaba a la propia Friar S.A. como vendedor de la misma;

c) no es cierto que las compras no estuvieran ,respaldadas por una factura original, ya que lo que se impugnan son créditos fiscales provenientes de liquidaciones de compras que obran en los antecedentes administrativos, y no es cierto que los productores no contaran con ningún elemento para registrar sus ventas, por cuanto las liquidaciones se emitían y entregaban a los productores titulares de las haciendas adquiridas, lo cual quedó probado por cuanto en muchas liquidaciones no fueron impugnados sus créditos fiscales por haberse obtenido las facturas originales de los vendedores que fueron confeccionadas en base a las liquidaciones de compras emitidas por Friar S.A., y en los antecedentes de la inspección obran fotocopias de los libros de IVA de algunos vendedores donde consta la registración de la venta;

d) emitió liquidación por las compras discriminando el IVA respectivo y la demandada no cuestionó esas liquidaciones de compras a los efectos de la determinación de impuesto a las ganancias, por lo que resulta ilógico que sean eficaces para un impuesto y no para otro; estamos frente a una cuestión de tipo formal que no tiene nada que ver con la falta de discriminación del IVA, sino con el hecho de haber consignado en la liquidación los datos del comprador Friar S.A. en lugar de los datos del vendedor (productor ganadero), situación que se origina en cuestiones de índole extrafiscal;

e) el productor agropecuario esta liberado de emitir facturas cuando el comprobante es emitido por el comprador o intermediario, por ello no contaba con factura del productor, pero sí tiene la liquidación de compra correspondiente, y no planteó que las guías de transferencias de ganado sean un comprobante equivalente a la factura, reiterando que el comprobante equivalente que instrumenta la compra y en el que se discrimina el IVA es la "liquidación de compra" que no fue impugnada por la demandada;

f) que no se hubiese probado el ingreso del débito fiscal por . parte del productor primario —vendedor— carece de relevancia legal, ya que el art. 12 de la ley del IVA no exigía el previo pago del impuesto por parte del vendedor a efectos de habilitarle el cómputo del crédito fiscal al comprador, no pudiéndose aplicar la presunción del art. 41 por cuanto el impuesto se encuentra debidamente discriminado en las liquidaciones cuyo crédito fiscal fue impugnado;

g) las operaciones cumplen con todas las normas legales que habilitan el cómputo del crédito fiscal, se perfeccionó el nacimiento del hecho imponible con la entrega del bien y la emisión de la liquidación de compra, discriminándose el impuesto en la liquidación que instrumenta la compra; al momento de perfeccionarse las operaciones no existían normas que condicionaran el cómputo del crédito fiscal;

h) la circunstancia de que en la liquidación de compra no se consignen los datos del vendedor no adquiere entidad jurídica para impedir el cómputo del crédito fiscal, ya que el perfeccionamiento de una compra de hacienda genera la emisión de una serie de documentos que permiten identificar los detalles de la operación lo cual está avalado por el art. 2° de la ley 11.683. en cuanto a la verdadera naturaleza jurídica de las operaciones que son compra de hacienda a terceros productores ganaderos inscriptos en IVA, lo que trae aparejado el cómputo del crédito fiscal; en el caso la inspección pudo identificar a los vendedores lo cual obra en los antecedentes administrativos;

i) respecto del ajuste por compras a productores no inscriptos los argumentos para su no consideración no resultan relevantes por cuanto anteponen cuestiones de índole formal a aspectos de índole material; la nota de débito existe y el importe del ajuste del IVA relativos a los créditos fiscales erróneamente computados fue registrado contablemente a incluido en la posición mensual correspondiente reduciendo el crédito fiscal, todo lo cual lo releva de aportar mayores fundamentaciones.

5°) Que por la resolución dictada el 29/8/97 por el Jefe Interino de la División Determinaciones de Oficio Región Santa Fe, obrante a fs. 34/39, se impugnaron las declaraciones juradas presentadas por la actora en los períodos fiscales mensuales del mes de enero 1994 al mes de abril 1996, determinándose de oficio el Impuesto al Valor Agregado sobre la base de considerar, en síntesis, que: a) se había observado un ininterrumpido saldo a favor del contribuyente y en las liquidaciones por compra de hacienda el comprador y el vendedor eran la misma empresa Friar S.A.; b) muchas de esas compras no estaban respaldadas por la factura original del productor, ni se confeccionaban liquidaciones a los mismos según lo previsto en el inc. e) del art. 2° de la R.G. 3419, con lo cual los productores primarios no contaban con ningún elemento para registrar sus ventas; c) de un control selectivo realizado con comprobantes de entrega de tropa se determinó que las operaciones eran reales, por lo que se procedió a anular el crédito fiscal computado en las liquidaciones Friar Friar no respaldadas por los comprobantes originales; d) se verificó que la responsable emitía liquidaciones por todas las compras de hacienda computando en todos los casos el crédito fiscal de IVA, ya se trate de responsables inscriptos o no en el gravamen, procediendo luego a anular mediante notas de débito los créditos que correspondían a no inscriptos, observándose que no todos los créditos fiscales mal computados se encontraban anulados, por lo que se procedió a ajustarlos; e) los ajustes consisten en créditos fiscales por operaciones de compra a productores primarios de los que no se aportó comprobante original, créditos fiscales anulados mediante notas de débito por liquidaciones de compras a responsables no inscriptos, crédito fiscal correspondiente a liquidaciones de compra a responsables no inscriptos a los que se les discriminó IVA, por lo que se disminuyó el crédito fiscal original por compras a productores primarios sin comprobante original y crédito fiscal mal computado por compras a responsables no inscriptos en IVA; f) no existen coincidencias entre las fechas de las liquidaciones, las registraciones en los libros IVA o facturas emitidas por los proveedores; g) existen fotocopias de facturas de ventas sin certificación y los productores en su mayoría son no inscriptos o inscriptos con posterioridad al período por el cual se quiere hacer uso del crédito fiscal; h) no se aportaron los elementos necesarios a fin de verificar que los contribuyentes hubiesen declarado e ingresado el impuesto correspondiente; i) las notas de débito 293 y 296 no fueron aceptadas por no haberse verificado con comprobantes de la operación o por resultar posteriores las fechas de facturas a las fechas de las liquidaciones.

6°) Que el art. 277 del Código Procesal establece que el Tribunal no puede fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión de la instancia anterior. En el caso de autos, la parte recurrente ha omitido efectuar el planteo de la prescripción ante el tribunal administrativo de la especialidad, y no se alega que hubiese existido algún obstáculo que se lo hubiese impedido.

Que sin perjuicio de ello, y a mayor abundamiento, cabe señalar que tal cuestión previa que la parte recurrente planteara debe en todo caso ser sometida previamente al juez concursal, a través de los trámites específicos, resultando inaplicable en esta oportunidad —como se pide en los agravios— el criterio que la mayoría de esta Sala expusiera en la causa: "Zanella San Luis c/DGI" el 7/12/99, toda vez que en aquél precedente mediaba una sentencia judicial firme del juez en lo comercial, y como se señaló en el considerando 6° de aquélla sentencia, se trataba de una cuestión que involucraba los efectos y alcance de la cosa juzgada que emanaba de un pronunciamiento del juez en lo comercial que había declarado la prescripción de la pretensión verificatoria del fisco que abarcaba al crédito que se discutía, cuestión no alegada por la recurrente y que demuestra la falta de vinculación de la doctrina invocada con las circunstancias de esta causa.

7°) Que la ley del IVA fija requisitos formales muy estrictos en materia de emisión de comprobantes y en especial condicionamientos de los que depende la computabilidad de los créditos fiscales. Se trata de una característica propia de dicho gravamen, que no se da en la mayoría de los demás tributos, por lo que resulta indiferente que en el caso se hayan considerado las operaciones para el impuesto a las ganancias, ya que en el IVA no sólo importa que en la realidad de los hechos se hayan concretado las operaciones que dan lugar a las deducciones o cómputos a favor del contribuyente, sino que, además, las mismas deben figurar debidamente documentadas debiendo los importes computables resultar de determinados datos que se exige estén exteriorizados en los respectivos comprobantes.

8°) Que las normas legales y reglamentarias que sustentan la sentencia apelada imponen requisitos que deben ser cumplidos por los contribuyentes para generar el derecho al cómputo de créditos fiscales deducibles de los débitos fiscales resultantes de las operaciones del responsable del gravamen, y las razones de índole extrafiscal que se expresan en los agravios no justifican su incumplimiento.

9°) Que los agravios de la parte actora no logran desvirtuar los fundamentos del decisorio apelado, que luego de analizar las pruebas aportadas a la causa llegó a la conclusión de que la sociedad no cumplió con lo expresamente dispuesto en el art. 12 de la ley de la materia ni con las disposiciones de la Resolución General 3419/91, ya que no se efectuó la discriminación del impuesto a los efectos del cómputo como crédito fiscal, y tampoco se probó en el caso el ingreso del respectivo débito fiscal por parte del productor primario —vendedor—, reconociendo la actora en su memorial que no contaba con las facturas de los productores ganaderos.

En este aspecto, la valoración realizada por el Tribunal Fiscal respecto de la prueba y su suficiencia es una cuestión de hecho reservada a ese organismo que excede, en principio, el conocimiento de esta Cámara, a menos que se pruebe que el citado Tribunal hubiese incurrido en arbitrariedad en su decisión.

En este mismo sentido se ha dicho, que el recurso de apelación no da acceso a una instancia ordinaria que haga posible un nuevo pronunciamiento sobre la prueba que modifique la conclusión a la que el Tribunal Fiscal hubiese arribado al valorarla.

10°) Que la decisión del organismo jurisdiccional administrativo, cuya revisión pretende la parte actora, luego del examen de las concretas cuestiones fácticas propias de la causa, confirmó la resolución del organismo fiscal que, en función de las tareas de auditoría había determinado que las compras no estaban respaldadas por la factura original de los productores ganaderos que, a su vez, no contaban con elementos para registrar sus ventas, no existiendo coincidencia entre las fechas de las liquidaciones y las registraciones en los libros IVA o facturas emitidas por los proveedores, a lo que cabe agregar, que no resulta suficiente disentir expresando que se tiene derecho al cómputo del crédito fiscal cuando no se alega que el tribunal se hubiera apartado de las constancias de la causa, y tampoco se indica cuál es la prueba que no fue analizada o que hubiera permitido acreditar el cumplimiento de los requisitos y formalidades que deben adoptar los contribuyentes respecto de la facturación y registro de las operaciones. Además, no puede afirmarse que las facturas fuesen válidas cuando lo cierto es que no se acreditó que se hubiesen hecho la serie de recaudas que debe tomar el contribuyente respecto de los justificativos de las operaciones a fin de poder computar el crédito fiscal, todo lo cual hace que las conclusiones vinculadas a la prueba sean insusceptibles de ser revisadas en esta instancia.

11°) Que resulta inadmisible la falta de entidad jurídica que el recurrente atribuye  a los comprobantes que documentan las operaciones, ya que la sujeción de los particulares a los reglamentos fiscales constituye el núcleo sobre el que gira todo el sistema económico y de circulación de bienes, siendo que la equidad tributaria se tornaría ilusoria de no mediar el cumplimiento de los deberes formales establecidos en cabeza de quien tiene responsabilidad impositiva; el cumplimiento de los extremos formales constituye, en el caso, el instrumento que el legislador ha considerado adecuado para el desenvolvimiento de las relaciones económicas y de mercado, en lo particular, las exigencias relativas a la emisión de facturas se establecen para garantizar la igualdad tributaria desde que permiten determinar la capacidad tributaria del responsable y ejercer el debido control del circuito económico en que circulan los bienes.

Por lo expuesto, se resuelve: desestimar el recurso de apelación de la parte actora, con costas por su orden, toda vez que el pronunciamiento no se sustenta íntegramente en la contestación de los agravios formulada por la parte demandada.

Se deja constancia que sólo suscriben dos vocales por encontrarse vacante el tercer cargo (art. 109 R.J.N.). — Pedro José Jorge Coviello. — Jorge Morán.
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